
Medellín, 25 de marzo de 2021  
  
Señor  
Juez Sexto Administrativo del Circuito de Manizales. E.S.D.  
  
  
  
  
Ref:  
Medio de Control:    Reparación Directa  
Demandante:   Juan Camilo Arroyave Giraldo y otros  
Demandado:           Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Salamina Caldas y otros  
Radicado:     2019 00316  
  
  
  
CARLOS ALBERTO RESTREPO RAMIREZ, mayor, vecino de Sabaneta, abogado 
en ejercicio, identificado con Cédula de Ciudadanía N° 71.786.294 y con Tarjeta 
Profesional 211.625 del Consejo Superior  de la Judicatura, actuando en calidad de 
apoderado del CUERPO DE BOMBEROS VOLUNTARIOS DE SALAMINA - 
CALDAS,  representado por la comandante MARÍA ANGELICA GIL PINEDA, 
identificada con cédula de ciudadanía 25.112.349, procedo a dar respuesta a 
la demanda de la referencia, en los siguientes términos:  
  
FRENTE AL HECHO PRIMERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Se aclara, que  
no nos consta la hora en que se inició la conflagración, pues sólo se tuvo noticia en 
bomberos aproximadamente a las 19:45, y según el libro de minuta a las 19:50 
salieron los móviles 3 y 2 y las correspondientes unidades de bomberos a atender 
la emergencia.  
  
  
FRENTE AL HECHOS SEGUNDO: NO ES CIERTO. En primer lugar la reacción se 
dio en escasos 5 minutos, que fue lo que tardó el Cuerpo de Bomberos de Salamina 
en llegar al lugar del siniestro después de haberse dado información del mismo por 
parte del señor José Rubiel Bedoya Sánchez, y luego de haberse cumplido con el 
manual de procedimiento para la atención de emergencias.  
  
La atención de la tragedia por parte del Cuerpo de Bomberos fue diligente y 
oportuna, atendiendo al tiempo transcurrido entre el conocimiento de la ocurrencia 
del siniestro y la atención del mismo que fue aproximadamente de 5 minutos.  
  
Además, las mangueras estaban en buen estado, pues habían sido suministradas 
por el Departamento de Caldas el día 15 de diciembre de 2016, y no es cierto que 
las mismas se encontraran agujereadas y menos aún que no contaran con la 
presión suficiente para atender la emergencia.  
  
Sumado a lo anterior, el estado del vehículo era óptimo, teniendo en cuenta que en 
diciembre de 2015, se realizó convenio intertadministrativo con el Municipio de 
Salamina para la repotenciación del mismo.  
  
Las  afirmaciones contenidas en este hecho deberán ser probadas por la parte 
demandante, y adicionalmente se deberá acreditar que las personas que cita como 
testigos poseen el conocimiento técnico suficiente para determinar la negligencia y 
falta de oportunidad de la atención del desastre.  
  



AL HECHO TERCERO: NO ME CONSTA, QUE SE PRUEBE.   
  
No obstante se aclara que el cuerpo de Bomberos de Salamina solicitó apoyo al 
cuerpo de bomberos de algunas localidades vecinas, y ello obedeció, no a que la 
conflagración hubiere superado la capacidad de respuesta de Bomberos 
voluntarios, sino a la necesidad de evitar la propagación de la conflagración, 
atendiendo a que en un alto porcentaje -90% aproximadamente-  las viviendas del 
municipio de Salamina son construidas en bahareque, material altamente 
inflamable por su gran contenido de madera, bambú, caña brava y guadua.     
  
A otros cuerpos de bomberos les solicitó refuerzo el Delegado Departamental, pero 
ello porque se le puso en conocimiento la emergencia y ante la necesidad de 
atenderla con el mayor número de unidades posible, no puede disponerse de una 
unidad para que se quede haciendo llamadas.  
  
FRENTE AL HECHO CUARTO: ES FALSO. No es cierto que el Coordinador 
Operativo de la Unidad Departamental del Gestión del Riesgo, tiempo después 
haya activado llamado y protocolo básico, con bomberos de Riosucio, Chinchiná, 
Pacora y la Merced. La emergencia fue atendida inicialmente con el apoyo de 
cuerpo de bomberos de Aguadas y Aránzazu y tanto la reacción como la solicitud 
de apoyo fue inmediata, no “tiempo después” como dice la parte demandante.   
  
Adicional debe tenerse en cuenta que los bomberos de Aránzazu llegaron a reforzar 
la atención de la emergencia a  las 8:25 pm y ha de tenerse en cuenta que dicho 
municipio se encuentra aproximadamente a 30 kilómetros de distancia a lo que hay 
que sumársele el estado de las vías, lo que pone de presente una reacción 
oportuna. Luego llegaron refuerzos de los municipios de Filadelfia, Pacora, 
Manizales, Villa María, Rio Sucio y Aguadas.  
  
FRENTE A LOS HECHOS QUINTO Y SEXTO: SON CIERTOS.   
  
FRENTE AL HECHO SEPTIMO: NO ME CONSTA PARECE SER CIERTO  
  
FRENTE A LOS HECHOS OCTAVO A DECIMO PRIMERO DEBERAN SER 
PROBADOS, tanto la titularidad de los demandantes respecto de los referidos 
establecimientos de comercio, como la presunta destrucción de los mismos 
teniendo en cuenta los elementos constitutivos del establecimiento de 
comercio desde lo preceptuado en el código de comercio.  
  
DECIMO SEGUNDO DEBERÀ PROBARSE no está demostrado dentro del  
proceso que el señor Francisco Cardona Hidalgo  sea el propietario de la referida 
bodega; así como tampoco, se presentaron inventarios sobre los presuntos 
muebles y enseres que en ella se encontraban, y tampoco, que estos fueran de 
propiedad del señor Francisco   
  
 A DECIMO TERCERO: NO NOS CONSTA DEBEN PROBARSE.  
  
FRENTE AL HECHO DECIMO CUARTO: DEBE PROBARSE   
  
HECHO DECIMO QUINTO: NO ES CIERTO. En repetidas oportunidades, por parte 
del cuerpo de bomberos de Salamina, se realizaron visitas a fin de expedir los 
certificados de seguridad humana y contra incendios, en donde se solicitó que 
realizara mejoramientos estructurales locativos, de redes eléctricas, cableados, 
conexiones, sistema de señalización de evacuaciones, adquisición de extintores de 
mitigación de fuegos, la instalación de alarmas contra incendios, detectores de 



humo, entre otros, solicitudes que no fueron atendidas por los propietarios de los 
inmuebles porque implicaba gastos, valga aclarar que dichos mejoramientos están 
contemplados en la ley 1575 de 2012 art 42, no obstante ser bomberos quien realiza 
la visita y el requerimiento, la inspección y control en el cumplimiento de los mismos 
corresponde a Secretaria de Gobierno del Municipio de Salamina; no 
compitiéndole a Bomberos la toma de medidas coercitivas para el referido 
cumplimiento.   
  
Adicionalmente, los muebles y enseres sí pueden ser asegurados.  
  
HECHO DECIMO SEXTO: Este hecho no le concierne al Cuerpo de bomberos 
voluntarios de Salamina Caldas, no obstante hay de tenerse en cuenta que 
atendiendo a su función de prevención, el cuerpo de Bomberos desde el 5 de 
junio de 2013, en cumplimiento a las disposiciones contenidas en el Decreto 302 
de 2000 – artículos 36 y siguientes-, que establece como deber de la empresa de 
acueducto la instalación y mantenimiento de los hidrantes, presentó escrito a  la 
empresa EMPOCALDAS en el que se informaba sobre el mal estado de algunos 
hidrantes y se solicitaba la instalación de algunos otros que eran necesarios.   
  
En dicha oportunidad se solicitó el mantenimiento de 9 hidrantes, de los cuales 
fueron reparados 7, quedando sin reparar los ubicados en la cárcel municipal que 
presenta baja presión; y el ubicado en la calle 3 con carrera 8, que no cuenta con 
servicio de agua.  
  
También se solicitó la instalación de 8 nuevos hidrantes en zonas de alto riesgo del 
municipio, siendo instalados 6, faltando por instalar los solicitados para la carrera 9 
con calle 9 y Barrió el Bosque Primera etapa.  
  
LOS HECHOS DECIMO SEPTIMO Y DECIMO OCTAVO: No son hechos que  
concierna a Bomberos Voluntarios de Salamina, no obstante, valga aclarar que la 
conflagración se inició en el interior de una vivienda ubicada en la calle real del 
municipio de Salamina, y si la causa de la misma fue un corto circuito, tal como lo 
afirma y deberá probar la parte demandante, ha de tenerse en cuenta que el 
mantenimiento de las redes eléctricas al interior de las viviendas es responsabilidad 
de sus propietarios y/o habitantes.   
  
FRENTE A LOS HECHOS DECIMO NOVENO Y VEINTE: NO SON CIERTOS:  
Bomberos voluntarios no incurrió en acción u omisión alguna de donde pueda 
derivarse responsabilidad extracontractual, habida consideración que atendió la 
emergencia de manera diligente y oportuna, utilizando todos los medios a su 
alcance para controlar la conflagración y solicitando el apoyo necesario para evitar 
la propagación de la misma.   
  
Se debe recordar que la prestación de servicios de bomberos constituye una 
obligación de medios y no de resultados.  
  
Adicional a ello, se debe tener en cuenta que Bomberos ha cumplido sus funciones 
principales de  atención y prevención de desastres, al respecto se han realizado las 
siguientes actuaciones  
  
Capacitación a comerciantes sobre manejo de extintores  
Capacitación sobre manejo y manipulación de gas domiciliario Capacitación 
y apoyo en simulacros.  
Visitas para revisión técnica de Seguridad humana y sistemas contra incendios.  
Solicitudes de instalación y mantenimiento de extintores   



  
SI SE VIGILÓ Y EXIGIÓ EL EQUIPAMENTO LOS POBLADORES NO 
QUISIERON DAR CUMPLIMIENTO A LOS REQUISITOS REALIZADOS POR 
BOMBEROS.  
  
Asimismo,  se debe tener en cuenta que conforme al artículo 1 de la Ley 1575 de 
2012, la gestión integral del riesgo contra incendios, también es responsabilidad de 
los habitantes del territorio colombiano, y no pueden los demandantes pretender 
exonerarse de su responsabilidad y en consecuencia endilgarla a cuerpo de 
bomberos por no contar al interior de sus hogares con el equipamiento necesario 
para atender o mitigar esta clase de emergencia. No instalaron detector de humo, 
alarmas, extintor, ETC…  
  
De otro lado, el equipo de bomberos se encontraba en óptimo estado habida 
consideración que había sido suministrado por el Departamento de Caldas el día 
15 de diciembre de 2016, las mangueras eran nuevas y los vehículos había sido 
repotenciado en el mes de diciembre de 2015.  
  
Por lo expuesto, me opongo a la prosperidad de las pretensiones de la 
demanda y me permito proponer frete a las pretensiones las  siguientes  
  
EXCEPCIONES:  
  
Primera: INEXISTENCIA DE LOS ELEMENTOS ESTRUCTURALES DE 
RESPONSABILIDAD.  
  
  
Elementos constitutivos de la Responsabilidad del Estado  
  
En Colombia sólo con la expedición de la Constitución Política de 1991 se introdujo 
el concepto de la responsabilidad del Estado, al establecer en su artículo 90 que el 
Estado es responsable patrimonialmente por los daños antijurídicos que se originen 
en la acción u omisión de sus autoridades y que a su tenor señala:  
  
La norma constitucional en cita, configura un régimen de responsabilidad directa en 
el que el Estado se erige como garante de los derechos de los asociados y 
responsable de los daños antijurídicos cometidos por sus autoridades, entendido, 
como aquel que la persona perjudicada no está en el deber legal de soportar.  
  
Para que se dé la responsabilidad extracontractual del estado, indiscutiblemente se 
debe presentar tres elementos, y la falta de uno de ellos conlleva a que el estado 
no se encuentre en la obligación de reparar.  
  
Ahora bien,  la responsabilidad extracontractual contempla tres elementos que la 
constituyen:  
  

- El daño; es el primer elemento de la responsabilidad administrativa,  
consistente en el quebranto de los bienes jurídicamente tutelables; sin 
embargo dicho daño debe ser cierto o real, que sea anormal, que sea 
especial y que se refiera a una situación legalmente protegida. Sin embargo, 
dentro del contexto del artículo 90 constitucional, es necesario que el daño 
sea además, antijurídico, es decir, que el sujeto que lo sufre no tenga el 
deber jurídico de soportarlo (Motta Castaño, 2010).  
  



- El segundo elemento es la imputación. Consiste, precisamente, la actuación 
de la Administración y ésta actúa a través de actos, hechos, operaciones, 
vías de hecho y omisiones.   

  
- El tercer elemento es el nexo causal, consistente en que entre la actuación 

imputable a la Administración y el daño causado, debe existir una relación 
de causalidad, lo que quiere decir que el daño debe ser efecto o resultado 
de aquella actuación.  

  
De la existencia de los elementos de la responsabilidad del Estado en el caso 
concreto:  
  
El daño:  
  
La jurisprudencia colombiana ha señalado que el daño no sólo es el primer 
elemento de la responsabilidad del Estado, sino que es un elemento imprescindible, 
porque sin él no hay lugar a declararla, por lo que en su ausencia, resulta inoficioso 
verificar si se haya o no demostrada la imputación del daño a la entidad demandada 
(Sentencia 18425, 2010).   
  
Señala la parte demandante que en el caso concreto el daño consiste en las 
pérdidas patrimoniales – daño emergente y lucro cesante y extrapatrimoniales – 
perjuicio moral- sufridos a raíz de la conflagración ocurrida el día 6 de abril de 2017.  
  
Ahora bien, los daños que se aducen sufridos por los demandantes deberán 
ser plenamente probados dentro del plenario, so pena de tener que 
desestimarse su reconocimiento, habida consideración que la reparación no 
puede producir un enriquecimiento sin justa causa.   
  
Para acreditar entonces la existencia del daño, es necesario la prueba de dos 
elementos: que sea personal y cierto, el primero hace referencia a que quien 
demanda la reparación del daño debe demostrar que fue quien en realidad lo sufrió, 
siendo necesario establecer la titularidad del interés sobre el derecho jurídicamente 
protegido; y el segundo, implica la necesidad de evidenciar que el daño sea cierto, 
por lo que para su demostración, se debe probar que en efecto la victima  haya 
sufrido una lesión o aminoración en su patrimonio moral o económico.   
  
Sin embargo, existen casos en los que el perjuicio no se consolida al momento de 
los hechos, convirtiéndose en incierto, y no hay una situación presente que permita 
inferir que el daño se producirá o se prolongará hacia el futuro, o que el valor en 
que se calcula el mismo, es un monto  real, como sería en el caso del lucro cesante. 
Situación que conlleva a que el juez analice la certeza del daño en cada caso 
concreto, estimando supuestos, verificando y examinando los elementos 
particulares que permitan, a través de un análisis racional basado en los criterios 
que hoy por hoy ofrece la sana crítica, determinar si el perjuicio cierto.   
  
Por lo anterior, ha de tenerse en cuenta que este elemento no se encuentra 
plenamente demostrado en el plenario, tal como se demostrará en el momento 
procesal oportuno, dando lugar a que no sea reconocido.  
  
La imputación.  
  
Para hablar de los fundamentos jurídicos de la responsabilidad es necesario hacer 
referencia a los títulos de imputación, lo cuales se refieren específicamente a la 
conducta, acción, omisión, actividad, acto o hecho, que hace posible la causación 



de un daño y que determina el régimen de responsabilidad, bien sea subjetiva u 
objetiva, en el que debe enmarcarse.  
  
Así las cosas, surge como fundamento de responsabilidad o título de imputación la 
denominada “Falla del servicio” que se ubica dentro del régimen subjetivo de la 
responsabilidad extracontractual del Estado, debiendo demostrarse entonces que 
el servicio a cargo del Estado no fue prestado, se prestó tardíamente o de forma 
defectuosa.  
  
El elemento relacionado con la imputación no se presenta en el caso bajo 
análisis como constitutivo de la responsabilidad del Estado, de allí que deban 
ser negadas las presiones de la demanda.  
  
Lo anterior teniendo en cuenta que la conflagración a partir de la cual se 
derivan los presuntos daños patrimoniales y extrapatrimoniales, se 
constituye como un caso fortuito, en cuya generación no tuvo incidencia 
alguna por acción el cuerpo de Bomberos Voluntarios de Salamina Caldas.  
  
Adicional a lo anterior, el servicio fue prestado en forma diligente y oportuna, 
pues se llegó al lugar de los hechos a escasos 5 minutos de haberse tenido 
conocimiento de la emergencia, con los materiales y elementos  en buen 
estado, contando con un buen número de unidades, solicitando en forma 
inmediata el apoyo y refuerzo necesario,  poniendo al servicio de la 
comunidad todos los medios al alcance de Bomberos para atender el 
siniestro. El resultado dañoso obedece a circunstancias ajenas a la voluntad 
del cuerpo de bomberos, relacionados con:  
  

• El sitio en que se generó la conflagración, ha de tenerse en cuenta, como 
será probado dentro del proceso, que la conflagración se generó en el sótano 
de una casa que se encontraba desocupada y cuando la comunidad se 
percató de la misma, esta ya había cobrado gran fuerza, lo anterior, teniendo 
en cuenta la magnitud del daño estructural que presentaba la referida 
vivienda al momento de llegar bomberos, a tal punto que lo primero que 
colapsó fue el piso de la vivienda poniendo en riesgo, incluso la vida de dos 
unidades de bomberos. Dicha fuerza hace que contrplar la conflagración sea 
más difícil, situación que es ajena a la voluntad y actuación de bomberos de 
Salamina.  
  

• El material de las viviendas. A lo anterior hay que sumarle la velocidad a 
la cual se propaga el incendio teniendo en cuenta que las construcciones del 
municipio de Salamina están realizadas en su gran mayoría en bahareque, 
material altamente inflamable, que arde con rapidez tomando fuerza en 
cuestión de minutos.  
  

• El tiempo transcurrido entre el inicio de la conflagración y el 
conocimiento de la misma por parte de bomberos. Dado que el incendio 
inició en el sótano de una vivienda desocupada, cuando los vecinos de dicho 
lugar quisieron darse cuenta de la situación habían pasado varios minutos 
habiendo superado el incendio dicho sótano, apareciendo ya en los 
inmuebles circundantes.  
  
Además de lo anterior, hay que tener en cuenta y sumarle el tiempo que 
tardó la comunidad, luego de esto, en poner en conocimiento de bomberos 
el incendio, pues fue el señor José Rubiel Bedoya quien puso al cuerpo de 
bomberos sobre aviso,  no obstante no se hizo a través de una llamada 



telefónica, sino que los hizo mediante desplazamiento físico, a pie, y el 
tiempo que tarda en llegar al sitio donde se encuentra la estación de 
bomberos es importante, y de gran incidencia en el resultado dado que, 
como se dijo con antelación se trataba de material que arde con facilidad.   
  
Por lo anterior, cuando bomberos llegó al sitio del incendio el mismo llevaba 
ya varios minutos de iniciado y había ganado gran fuerza, lo que conllevo a 
la propagación inmediata a las construcciones circundantes.  

  
En este acápite concierne resaltar, además que la prestación de servicio Bomberil 
es una obligación de medios y no de resultados, conforme a la cual, el cuerpo de 
bomberos  se obliga a prestar el servicio de manera ágil y diligente, con los medios 
con que cuenta, no siendo del resorte del Cuerpo de Bomberos el mantenimiento e 
instalación de hidrantes, lo cual es responsabilidad de las empresas de acueducto.  
  
La principal función del cuerpo de bomberos es la de prevención, función que 
se ha cumplido a cabalidad, teniendo en cuenta que se ha realizado revisión 
de hidrates y se ha solicitado a la empresa de acueducto la reparación de los 
que se encontraban dañados y la instalación de otros que se consideran 
necesarios.  
  
De igual manera se han realizado campañas, capacitaciones, visitas y 
requerimientos a la comunidad a efectos de evitar este tipo de accidentes, y 
en caso de presentarse puedan ser atendidos y controlados oportunamente.    
  
A partir de lo expuesto, y tal como será probado en el proceso, no le son  
imputables  al cuerpo de bomberos de Salamina Caldas los presuntos daños 
alegados por los demandantes.  
  
  
  
  
Relación causal o Causalidad   
  
Este elemento debe ser analizado previo análisis del  fundamento de la 
responsabilidad. Es posible que se pueda establecer que alguien obró con culpa o 
que una entidad pública falló en la prestación del servicio cuando en realidad esa 
culpa o esa falla del servicio son absolutamente inocuas para la causación del daño, 
por ello, lo primero que se debe establecer es si existe o no una acción u omisión a 
la cual le sea imputable el resultado.  
  
 No obstante en el caso bajo análisis no existe una conducta –acción u omisión- 
endilgable a Bomberos de donde pueda derivarse responsabilidad de allí que 
tampoco se encuentre demostrado el nexo causal.  
  
  
Segunda: CASO FORTUITO  
  
La jurisprudencia y la doctrina han establecido que la fuerza mayor o caso fortuito 
es una eximente de responsabilidad, que consiste en cualquier evento externo que 
– por sus características de imprevisibilidad e irresistibilidad - impide el 
cumplimiento del deudor o genera la producción de un daño. En el sistema de 
responsabilidad civil colombiano, el fenómeno constitutivo de fuerza mayor o caso 
fortuito tiene la virtualidad de romper el vínculo causal entre el perjuicio sufrido y 
la conducta del demandado.  



  
Para que se dé el caso fortuito se tienen que dar unos elementos, a saber:   
  
1. El hecho debe ser irresistible: el fenómeno constitutivo de caso fortuito o 
fuerza mayor en los casos de responsabilidad extracontractual,  debe poner al 
demandado – a pesar de sus mayores esfuerzos – en una situación de imposibilidad 
absoluta y permanente de evitar el daño.  
  
Situación que se presenta en el caso concreto en donde era imposible para el 
cuerpo de Bomberos Voluntarios de Salamina Caldas evitar la conflagración, 
máxime si tiene en cuenta:  
  

• Las condiciones en que inició: en el sótano de una vivienda deshabitada;   
• El material de que están hechas los inmuebles del municipio: bahareque que 

es un material altamente inflamable;   
• Lo avanzado de la conflagración al momento de ser atendida por Bomberos, 

habida consideración que por haberse iniciado en el sótano de una casa 
deshabitada, al momento de darse cuenta la comunidad de la existencia del 
incendio, el mismo ya había ganado gran fuerza, lo que hizo que fuera 
imposible oponerse al mismo,  o anular sus efectos.  
  

Todo lo anterior constituye este siniestro un hecho  irresistible; circunscribiéndose 
la obligación de Bomberos de Salamina, a atender el incendio ya generado con los 
medios con cuenta, y en la medida de lo posible evitar la propagación.  
  
2. El hecho debe ser imprevisto: debe ser un evento de un carácter tan 
remotamente probable y súbito que ni siquiera una persona diligente hubiera 
razonablemente tomado medidas para precaverlo.  
  
En el caso bajo análisis, es físicamente imposible prever la ocurrencia del incendio, 
especialmente si se tiene en cuenta que el mismo inició en un inmueble que se 
encontraba deshabitado; que nunca se tuvo conocimiento por parte de Bomberos 
que sobre el inmueble se presentara riesgo inminente de incendio; en ningún 
momento se presentaron quejas o solicitudes por parte de la comunidad respecto a 
situaciones que constituyeran riesgo de conflagración, tales como olores a gas, 
inadecuadas conexiones o instalaciones eléctricas, realización de actividades 
peligrosas, manipulación de químicos, pólvora, o elementos inflamables. Situación 
que hacen innecesaria la toma medidas para evitar la ocurrencia de una 
deflagración.    
  
En conclusión, dentro de lo normal y cotidiano no era factible para el Cuerpo de 
Bomberos Voluntarios de Salamina intuir la posibilidad de ocurrencia del siniestro.  
  
3. El hecho debe ser jurídicamente ajeno al causante del daño: el fenómeno 
constitutivo de fuerza mayor o caso fortuito debe haberse producido sin contribución 
o culpa alguna del demandado.  
  
No fue el Cuerpo de bomberos quien generó o contribuyó ni por acción, ni por 
omisión a que se causara el incendio, de hecho aun no se ha determinado la fuente 
del mismo.  
  
4. La exigencia de la demostración de la naturaleza imprevista e irresistible del 
fenómeno alegado como fuerza mayor o caso fortuito lleva implícita la prueba de la 
debida diligencia del demandado.  
  
El cuerpo de bomberos actúo con la debida diligencia y cuidado, atendió 
oportunamente la conflagración, llegando al lugar de los hechos a escasos minutos 
después de haber tenido noticia de la misma; poniendo al servicio de la comunidad 
todos los medios a su alcance para evitar la propagación del incendio.   



  
Sobre la eximente de responsabilidad de fuerza mayor o caso fortuito, el Consejo 
de Estado1 en providencia de mayo de 2017,  conceptuó:   
  

                                                              
1CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN CUARTA Consejero ponente: 

JORGE OCTAVIO RAMÍREZ RAMÍREZ Bogotá, D. C, once (11) de mayo de dos mil diecisiete (2017) Radicado número:  
250002337000-2012-00403-02 [20999]  
“El artículo 1 de la Ley 95 de 1890 que subrogó el artículo 64 del Código Civil, define la 
fuerza mayor o caso fortuito, como aquel “imprevisto a que no es posible resistir, como un 
naufragio, un terremoto, el apresamiento de enemigos, los autos (sic) de autoridad 
ejercidos por un funcionario público”.   
  
2.2.3 Sobre el concepto de fuerza mayor o caso fortuito esta Corporación ha dicho que:  
  

 […] la fuerza mayor o caso fortuito es la circunstancia o evento que no se pudo 
ver o conocer con anticipación como algo posible, o de cuya ocurrencia no se 
tienen señales previas o indicios; esto es, que dentro de lo normal y lo cotidiano 
no es factible intuir o esperar que suceda; y que de llegar a ocurrir no es posible 
hacer oposición que neutralice o anule sus efectos. De modo que ella no solo 
radica en la irresistibilidad de la acción o violencia que entraña sino también en 
no poder ser prevista, no se pueda inferir de señal o indicio alguno, y esto 
dependerá de las circunstancias en que se hallen los sujetos o las personas 
eventualmente afectadas por ella(12)2.   

  
2.2.4 Por su parte, esta Sección ha expuesto que para que un hecho pueda considerarse 
como fuerza mayor o caso fortuito, deben concurrir dos elementos esenciales: la 
imprevisibilidad y la irresistibilidad:   
  

La imprevisibilidad se presenta cuando el suceso escapa a las previsiones 
normales, que ante la conducta prudente adoptada por el que alega el caso 
fortuito, era imposible preverlo, como lo dijo la Corte Suprema de Justicia en 
sentencia de febrero 27 de 1974: “La misma expresión caso fortuito 
idiomáticamente expresa un acontecimiento extraño, súbito e inesperado…. Es 
una cuestión de hecho que el juzgador debe apreciar concretamente en cada 
situación, tomando como criterio para el efecto, la normalidad o la frecuencia 
del acontecimiento, o por el contrario, su rareza y perpetuidad”.   
  
Y la irresistibilidad, como lo dice la misma sentencia, “el hecho […] debe ser 
irresistible. Así como la expresión caso fortuito traduce la requerida 
imprevisibilidad de su ocurrencia, la fuerza mayor, empleada como sinónimo de 
aquella en la definición legal, relieva esta otra característica que ha de ofrecer 
tal hecho: al ser fatal, irresistible, incontrastable, hasta el punto de que el 
obligado no pueda evitar su acaecimiento ni superar sus consecuencias”.   
  
(…)   
  
Para ese efecto, el juez debe valorar una serie de elementos de juicio, que lo 
lleven al convencimiento de que el hecho tiene en realidad esas connotaciones, 
pues un determinado acontecimiento no puede calificarse por sí mismo como 
fuerza mayor, sino que es indispensable medir todas las circunstancias que lo 
rodearon. Lo cual debe ser probado por quien alega la fuerza mayor, es decir, 
que el hecho fue intempestivo, súbito, emergente, esto es, imprevisible, y 
que fue insuperable, que ante las medidas tomadas fue imposible evitar 
que el hecho se presentara, esto es, irresistible…”(23)

2
.  

                                            
1 (22)Sentencia del 24 de enero de 2008, expediente No. 2007-00127, C. P. Dr. Rafael E. Ostau De LafontPianeta.  
2 (23)Sentencia de 3 de junio de 2010, radicado Nro. 16564, C. P. Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez, reiterada en la sentencia 

de 31 de mayo de 2012, radicado Nro. 18516, C. P. Martha Teresa Briceño de Valencia.  



  
  
Tercera: HECHO DE UN TERCERO. En el caso en que llegue a demostrarse que, 
tal como lo afirma la parte demandante, la conflagración tuvo su génesis en un corto 
circuito, solcito al señor Juez tener como causal eximente de responsabilidad el 
hecho de un tercero, habida cuenta que dado que la conflagración inició en el 
interior del inmueble ubicado en la calle real la calle real sobre la carrera 6 entre 
calles 8 y 9,del municipio de Salamina sobre la carrera 6 entre calles 8 y 9, era 
deber legal de su propietario el mantenimiento de las redes eléctricas internas.    
  
Cualquier daño que se derive de la desatención a dicha obligación, sólo será 
endilgable al propietario del inmueble.  
  
Cuarta:  FALTA DE PRUEBA DE LOS PERJUICIOS.  
  
Si bien se aporta una serie de documentos que dan cuenta sobre la adquisición de 
varios bienes muebles, enseres y electrodomésticos por parte de algunos de los 
demandantes, ello no constituye prueba alguna de que los mismos se encontraran 
al interior de los inmuebles conflagrados.   
  
En esas condiciones, la prueba de haber comprado la mercancía –facturas-, no 
constituye prueba idónea de  la pérdida de la misma en la conflagración.   
  
No se allegó al proceso libros contables o de manejo interno de los establecimientos 
de comercio, de donde pueda deducirse los movimientos diarios, semanales y 
mensuales de mercancía, los cuales según se informa en el escrito de demanda, 
en el caso concreto del señor Francisco Cardona Hidalgo generaban ganancias en 
promedio de $4.366.000 mensuales, de donde válidamente se puede inferir que la 
mercancía respaldada por dichas facturas posiblemente ya habría sido vendida y 
no reposaba como pretende hacerse creer al interior del inmueble quemado, 
debiendo la parte demandante demostrar que en efecto las mercaderías se 
encontraban al interior del inmueble al momento del incendio y se quemaron el día 
y hora de ocurrencia de los hechos.  
  
Además, como se demostrará dentro del presente asunto, en la etapa procesal 
oportuna, de los establecimientos de comercio logró rescatarse gran parte de la 
mercancía de propiedad del señor Camilo Arroyave la cual fue almacenada en otro 
sitio del municipio.  
  
Tampoco se allega prueba idónea referente a que en efecto el señor Francisco 
Cardona Hidalgo obtenía ganancias en cuantía de $4.366.000 mensuales, pues 
siendo así y dadas las normas tributarias le asiste el deber de declarar renta ante 
la DIAN documento que no fue aportado al proceso.  
  
Además pocos días después del incendio, más exactamente el 11 de abril de 2017,  
el señor Camilo Arroyave estableció nuevamente un negocio de venta de muebles 
en otro sitio, para lo cual suscribió contrato de arrendamiento con el señor  
Leonardo Gallego Gutiérrez.   
  
Quinta: MALA FE  
  
Consístete en que en el caso concreto del señor Camilo Arroyave las mercancías 
fueron retiradas del inmueble antes de ser consumidas por el fuego, y las mismas 
fueron llevadas a otro sitio; adicionalmente a escasos días  de la conflagración el 
señor Camilo Arroyave suscribió contrato de arrendamiento para establecer 



nuevamente el referido negocio, por el cual, por demás está solicitando sumas 
exorbitantes a título de lucro cesante.  
  
Sexta: EXCESIVA TASACIÓN DE PERJUICIOS.  
  
Del Daño emergente   
  
Atendiendo a que el daño emergente es considerado como esa pérdida patrimonial 
que conlleva que algún bien económico salió o saldrá del patrimonio de la víctima, 
se tendría que en efectos las eventuales mercaderías abrasadas en la 
conflagración,  constituyen un daño emergente, no obstante ha de tenerse en 
cuenta que se ha reclamado el pago de mercaderías sin demostrarse  que 
efectivamente sufrieron perdida en el incendio que nos ocupa, lo que constituye una 
excesiva tasación de perjuicios.   
  
No se demuestra que las mismas se encontraran en el lugar de los hechos, máxime 
si se tiene en cuenta, como se dijo anteriormente y será demostrado en el proceso, 
en su gran mayoría la mercancía de propiedad del señor Camilo Arroyave que se 
encontraba en el local comercial, fue retirada del establecimiento de comercio antes 
de que fuera consumida por el incendio.  
  
Del lucro cesante.  
  
También existe una excesiva tasación del lucro cesante entendido como la 
ganancia o provecho que deja de reportarse es decir, como el bien económico que 
debía ingresar en el curso normal de los acontecimientos, y  no ingresó ni ingresará 
en el patrimonio de la víctima.  
  
En primer lugar porque, como se informa en el escrito de demanda, la actividad 
económica desarrollada por el señor Francisco Cardona le reportaba ganancias en 
cuantía de $4.366.000 mensuales, y dicho valor es el que pretende a título de lucro 
cesante, no obstante, en parte alguna se aduce, y menos aun se prueba que a raíz 
del incendio, y a partir de su ocurrencia el señor Cardona no hubiere podido volver 
a realizar actos de comercio.de hecho como será probado en el proceso, pocos 
días después de la conflagración ya había reanudado nuevamente su actividad 
comercial en otro sitio  
  
Es decir, debía el demandante demostrar su incapacidad absoluta para realizar 
actos de comercio con la misma actividad comercial, y por el contrario obran en el 
plenario facturas con fecha posterior al incidente, que permite concluir que el 
mencionado demandante siguió desarrollando su actividad comercial de manera 
ininterrumpida; adicionalmente, no se demuestra que el inmueble de la 
conflagración fuera de su propiedad y por su perdida en el incendio no hubiere 
podido seguir realizando la actividad comercial. Además, se probará la suscripción 
de contrato de arrendamiento de local comercial.  
  
Hay una indebida tasación de perjuicios porque no se tiene en cuenta que lo que 
presuntamente se perdió fueron mercancías, que generan ganancias una sola vez 
al momento de su venta, y no mes tras mes como pretende hacerlo ver el 
demandante.     
  
Si en gracia de discusión, y sin que ello implique reconocer responsabilidad alguna 
de bomberos, en caso tal lo único que podría reconocerse como lucro cesante sería, 
la ganancia neta que eventualmente las supuestas mercancías perdidas generarían 
a su propietario.  



  
Sin embargo, como se ha reiterado en repetidas oportunidades, en primer lugar no 
obra prueba de qué mercancías fueron las que se quemaron en el incendio,  y 
tampoco del monto de las ganancias netas que cada una de ellas reportaría al 
propietario del establecimiento de comercio.  
  
Así las cosas se advierte una excesiva tasación y falta de demostración 
probatoria del perjuicio material en la modalidad de lucro cesante, que para 
el caso concreto sería la ganancia que generaría la mercancía que logre 
demostrarse resultó quemada en la conflagración.  
  
Séptima: FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR PASIVA de Juan 
Camilo Arroyave, quien no demostró ser el propietario de establecimiento de 
comercio alguno, y tampoco demostró  estar inscrito como comerciente. No 
obra en el ´plenario matricula mercantil de establecimiento de comercio de 
este señor.  
  
Octava. OBLIGACION DE MEDIOS Y NO DE RESULTADOS.  
  
Las obligaciones de medio son aquellas que le exigen a quien debe cumplirla, 
diligencia, cuidado y pericia para asumir aquellas conductas orientadas a un 
resultado, sin que ello implique asegurar esto último,  en el caso concreto del 
servicio de bomberos, se trata de una obligación de medios, ello implica que el 
Cuerpo de Bomberos Voluntarios atiende las emergencias que se presentan 
poniendo a disposición de la comunidad todos los medios que se encuentren a su 
alcance, bajo el entendido que el sostenimiento de dichos cuerpos de bomberos 
dependen del presupuesto que para el efecto destinen las entidades territoriales, 
para lo cual año tras año se destinan recursos que son transferidos a través de 
contratos de prestación de servicios. Para el año 2017 el contrato realizado con el 
municipio de Salamina ascendió a la suma de $ 76.000.000 de donde se tiene que 
destinar dineros para:  
  
Nómina de 6 bomberos.  
Papelería  
Insumos   
Implementos de aseo  
Capacitaciones  
Pago seguridad social   
  
Es un  contrato irrisorio que no cumple con las expectativas de la ley 1575 de 2012 
ley general de bomberos.  
  
Lo anterior, atendiendo a que la función de prevención y atención de desastres 
recae en cabeza de las entidades territoriales, y estas lo único que hace es contratar 
dicha función con bomberos, la obligación de que los cuerpos de bomberos 
funcionen óptimamente es de las entidades territoriales, destinando para ello el 
presupuesto suficiente y necesario para la oportuna y eficaz prestación del servicio.  
  
Conforme a lo anterior, se debe tener en cuenta que también existe una gran 
incidencia de responsabilidad de las entidades territoriales en lo relacionado con el 
mantenimiento y sostenimiento de los cuerpos de bomberos.  
  
Pruebas:  
  

1. Documental:   



  
Solicito se tenga como prueba la documental aportada con la demanda y 
además los siguientes documentos:  
  

- Certificado de representación de Bomberos  
- Informe de incendio  
- Certificaciones de bomberos municipios vecinos sobre la 

solicitud de apoyo para atender la conflagración   
- Contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión 

firmado con la alcaldía de Salamina para el año 2017, con su respectivo 
certificado de disponibilidad presupuestal.  

- Contrato de repotenciación de la maquinaria de 2 de diciembre 
de 2015  

- Solicitud de capacitación dirigida al gerente de Medigas  
- Carta de agradecimiento por gestión de capacitación y apoyo a 

Comité Departamental de cafeteros de Caldas.  
- Formatos de visitas para revisión técnica y Seguridad humana 

sistema contra incendios realizada a varios establecimientos del 
municipio de Salamina, con sus respectivas recomendaciones.  

- Escrito presentado a EMPOCALDAS poniendo en 
conocimiento el estado de la red de hidrantes en el municipio de 
Salamina  

- Respuesta a derecho de petición presentado en 2015 a 
EMPOCALDAS para el cambio de un hidrante      

- Videos y fotos del incendio   
- Contrato de arrendamiento suscrito entre Camilo Arroyave y 

Leonardo Gallego.  
- Constancia de petición elevada al Párroco del municipio de 

Salamina sobre contrato de arrendamiento de local comercial.  

 -    
2. Oficios:  

  
A la DIAN a fin de que se sirva portar al proceso las declaraciones de renta del 
señor FRANCISCO CARDONA HIDALGO correspondientes a los años 2015, 2016, 
2017 y 2018.  
  
Al señor Párroco de Salamina Caldas a fin de que se sirva certificar si la parroquia 
ha suscrito contrato de arrendamiento con los señores FRANCISCO CARDONA 
HIDALGO y/o JUAN CAMILO ARROYAVE GIRALDO certificando objeto del 
contrato, valor del mismo y fecha de suscripción. Así mismo se servirá aportar al 
proceso copia de contrato de arrendamiento.  
  
Lo anterior, atendiendo que dicha información se solicitó en ejercicio del derecho 
de petición y el párroco se negó a suministrarla.   
  

3. Interrogatorio de parte:  
  
Solicitó se fije fecha y hora para realización de audiencia en la que los señores 
FRANCISCO CARDONA HIDALGO y JUAN CAMILO ARROYAVE GIRALDO 
absolverán interrogatorio de parte.  
  

4. Testimonio.  
  



 De manera respetuosa le solicitó se fije fecha y hora de audiencia para la recepción 
del testimonio de las siguientes personas:  
  
  
RUBIEL BEDOYA SANCHE Z cc 15.957.597 Dirección calle 7 # 6 -67 de Salamina 
Caldas  quien declarará sobre la atención oportuna de la emergencia por parte de 
bomberos, habida cuenta que fue él quien puso en conocimiento de los bomberos 
la existencia del incendio.  
  
SARGENTO JUAN CAMILO OCAMPO CARDONA CC 1,053.840.462 quien se 
ubica en carrera 5 # 5 23 de Neira o en el cuerpo de Bomberos de Villa María 
Caldas, quien declarará  sobre la atención de la conflagración objeto de la presente 
litis y sobre el manual de procedimiento de atención de incendios.  
  
CABO ANDRES MAURICIO ARCILA maquinista de bomberos cc 15,960.754 
quien se ubica en el  barrio el bosque manzana 6 casa 5 de Salamina, quien 
declarará sobre la necesidad de caloriada de las maquinarias de bomberos y el 
tiempo que se requiere para el efecto.  
  
SARGENTO FABIO OSVALDO TABARES GOMEZ CC  75.078 367 quien se ubica 
en la carrera 9 · 5 – 19 Salamina, quien declarará sobre la realización de visitas y 
requerimiento a la población de comerciantes para la certificación de seguridad 
humana y contra incendio.   
  
  
OLGA PATRICIA PINEDA RIVERA, con cedula de ciudadanía 25.096.858, quien 
declarará sobre el retiro de la mercancía de propiedad Juan Camilo Arroyave del 
lugar del incendio, y el sitio donde fue guardada la misma.    
  
NIDIA  LOAIZA DE MARIQUE  con cédula de ciudadanía 25.095.487, quien se 
ubica en la calle 9 sector galería del municipio de Salamina. Quien declarará sobre 
las condiciones de la casa donde inicio el incendio y los riesgos de la misma.    
  
BOMBERO JULIAN RIVERA, cc 1.059.811.724 quien  se ubica en la carrera 8  # 
15-66 barrio la Cuchilla de Salamina Caldas,  declarará sobre la atención oportuna 
de siniestro,  el sitio en que se inició la conflagración y la situación de riesgo de 
algunos efectivos –dos unidades.  
  
  
Anexos:  
  

Se anexa a la presente demanda el poder debidamente otorgado y los 
documentos aducidos en el acápite de pruebas   
  

Dirección para notificaciones.  
  

Demandante: la aportada en el escrito de demanda.  
  

Demandada: calle 10 # 6-04 de Salamina Caldas   
  

Apoderado demandada:   
  
Carlos Alberto Restrepo Ramírez  
Celular:   3182430934  
Dirección: Carrera 42 # 60 Sur 60 casa 221Urbanización Campo Amalia  



Sabaneta Antioquia  

Correo Electrónico; carestreporamirez75@hotmail.com  
  
  
Atentamente,  
  

  
CARLOS ALBERTO RESTREPO RAMIREZ  
C.C. 71.786.294  
T.P. 211.625 del C. S. de la Judicatura  
  

  



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



  



 



 



 



  



 



 



 



 



 



 



 



 



 



  



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



  



  



  



  



 



 


